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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]CONTRATOS INTERADMINISTRATIVOS – Criterio orgánico – Contratación directa – Régimen de ejecución 

En el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, el carácter interadministrativo del negocio puede dar lugar a la contratación directa cuando se acreditan los requisitos del artículo 2, numeral 4, literal c), de la Ley 1150 de 2007 y se observan las excepciones previstas en esa disposición. En todo caso, la ley no limitó la celebración de contratos interadministrativos a la modalidad de selección de contratación directa, pues solo estableció, excepcionalmente, su celebración de manera directa cuando dos o más entidades del Estado, con el fin de materializar funciones administrativas de interés común para ambas partes, celebran un negocio jurídico. No obstante, es posible que se celebren contratos interadministrativos en el marco de un proceso donde sea posible la participación de los interesados en ofertar, es decir, a través de las otras modalidades de selección previstas en la Ley 1150 de 2007 diferentes a la de contratación directa, pues, como se indicó, la existencia de un contrato interadministrativo no está determinada por la modalidad de selección, sino por la calidad de las partes que lo suscriben, es decir, debe tratarse de entidades estatales.

CONTRATOS INTERADMINISTRATIVOS – Causal de Contratación Directa – Entidad ejecutora – Excepciones

De otro lado, la ley también establece excepciones a la facultad de celebrar de forma directa contratos interadministrativos cuando ciertas tipologías sean ejecutadas por algunas Entidades Estatales. El inciso segundo de la norma transcrita establece que se exceptúan de la causal los contratos de obra, suministro, prestación de servicios de evaluación de conformidad respecto de las normas o reglamentos técnicos, encargos fiduciarios y fiducia pública en los que los ejecutores sean “instituciones de educación superior públicas o las Sociedades de Economía Mixta con participación mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro conformadas por la asociación de entidades públicas, o las federaciones de entidades territoriales sean las ejecutoras”. En estos casos, las entidades no podrán celebrar los contratos interadministrativos de manera directa, sino que deberán adelantar procesos competitivos, de acuerdo con las demás modalidades de selección establecidas en el EGCAP, como la licitación pública o la selección abreviada.

En este sentido, la norma señaló de manera explícita los sujetos y los objetos de los contratos interadministrativos que no pueden celebrarse mediante contratación directa. En dicha descripción, la ley no estableció que la excepción sea aplicable a las EICE, por lo que no prohibió que estos sujetos celebren de manera directa contratos interadministrativos con las Entidades Estatales. En consecuencia, es posible afirmar que frente a las EICE aplica la regla general, y pueden celebrar contratos interadministrativos sin distinción de objeto. 

Entonces, la celebración de contratos interadministrativos por las EICE será posible siempre que del análisis jurídico, técnico y financiero se concluya que es viable su suscripción. Aunado a lo anterior, el objeto de la entidad ejecutora del contrato, señalado en la ley o en sus reglamentos, debe posibilitar que cumpla las obligaciones y realice las actividades que se derivan del acuerdo de voluntades. Cuando las EICE actúen como ejecutoras, dicha capacidad deberá ser confirmada de acuerdo con lo establecido en el objeto social de la empresa. 

PRECIO – Estructuración – Tarifa de administración – Reembolso de gastos – Duplicidad de costos 

La evaluación de una tarifa exige determinar con precisión qué concepto remunera y cuál es su forma de causación dentro del contrato interadministrativo. Para ello, resulta indispensable establecer si las partes pactaron un precio fijo, una comisión o porcentaje por la prestación de servicios de administración, el reembolso de costos efectivamente asumidos o un esquema mixto que combine estos mecanismos. De dicha definición dependen los soportes que pueden exigirse, el tratamiento aplicable a los saldos no ejecutados y los ajustes que resulten procedentes. En consecuencia, no es jurídicamente admisible exigir una rendición uniforme de gastos para todos los modelos de remuneración, pues cada esquema responde a una lógica contractual y financiera diferente.

El Concepto C-355 del 15 de abril de 2026 distingue los gastos administrativos de un convenio, orientados a los compromisos comunes, de los componentes del precio en un contrato interadministrativo oneroso. Por tanto, deben examinarse las obligaciones y la causa de las transferencias: el nombre de convenio no impide reconocer que exista un contrato remunerado, ni la existencia de gastos de administración convierte un acuerdo de cooperación en una relación de utilidad empresarial.

El porcentaje no demuestra su propia razonabilidad. Su justificación requiere identificar la base, las actividades incluidas, el personal, los medios, la duración, la complejidad y los riesgos efectivamente asumidos. En tal sentido, debe explicarse por qué el valor del proyecto representa adecuadamente la carga de gestión. Un incremento presupuestal no produce necesariamente un aumento equivalente de horas de trabajo o recursos administrativos; por ello, las modificaciones deben examinarse conforme a lo pactado y a las prestaciones adicionales.

Como mecanismo de motivación, puede contrastarse el resultado del porcentaje con un presupuesto desagregado de la actividad y con contratos comparables, ajustados por alcance y condiciones. En este aspecto, conviene separar el costo de ejecutar las actividades administrativas, la utilidad cuando jurídicamente corresponda, los tributos y las provisiones vinculadas a riesgos. Dicho análisis debe advertir si rubros cobrados por separado ya están incluidos en la remuneración. 

 GESTIÓN FISCAL – Concepto

Este concepto de gestión fiscal comprende un amplio conjunto de actividades de la administración relacionadas con las distintas fases de gestión del patrimonio público; no obstante, la vinculación del sujeto responsable con el fisco no siempre es directa. En efecto, el artículo 1 de la Ley 610 de 2000 señala que la responsabilidad fiscal puede originarse en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ella, lo que implica que el deber de protección de los recursos públicos se activa tanto cuando el sujeto administra directamente bienes públicos como cuando, por razón de sus funciones, interviene en actuaciones que inciden en su adecuada conservación, uso o destinación.

Teniendo en cuenta lo expuesto, desde la perspectiva contractual, la entrega útil debe valorarse respecto de lo efectivamente recibido, sin asumir que justifica cualquier pago adicional. La amortización de un anticipo debe verificarse en los pagos y prestaciones a los que se imputa y no tratarse, por sí sola, como recuperación de una pérdida. Los reintegros, descuentos e indemnizaciones efectivamente recibidos deben distinguirse de la mera existencia de garantías o de expectativas de cobro. Su incidencia en un eventual daño requiere verificar el concepto, beneficiario, cuantía y momento de la recuperación.

SOBRECOSTOS – Comparabilidad de precios – Pago sin contraprestación – Distinción frente al daño patrimonial 

El pago sin contraprestación exige identificar la prestación exigible, la condición que causaba el pago, su ejecución efectiva y el valor reconocido. La prueba dependerá de la obligación: actas de recibo, entregables, mediciones, informes, registros técnicos y financieros o comprobantes. No puede exigirse a un contrato de precio fijo la misma rendición prevista para un reembolso ni reconocer un presupuesto máximo como un derecho automático. Los soportes de proveedores deben requerirse conforme al régimen y las obligaciones aplicables, sin desconocer las facultades de información de los órganos de control. En tal sentido, el Consejo de Estado, Sección Primera, en sentencia del 11 de julio de 2013, radicación 25000-23-24-000-2001-00064-01, exigió certeza de la lesión y distinguió el riesgo de una afectación demostrada. También admitió que un daño futuro requiere elementos suficientes de certeza y no simples conjeturas. Para determinar una posible responsabilidad fiscal, debe tenerse en cuenta la definición del proceso de responsabilidad fiscal prevista en el artículo 1 de la Ley 610 de 2000, así: “[…] es el conjunto de actuaciones administrativas adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar y establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen por acción u omisión y en forma dolosa o culposa un daño al patrimonio del Estado” (Énfasis fuera de texto).

En efecto, este tipo de responsabilidad administrativa busca que se administre adecuadamente el patrimonio público, por lo que la doctrina ha establecido los siguientes elementos: i) vinculación con el ejercicio de la gestión fiscal; ii) autonomía en torno a la responsabilidad civil; iii) carácter resarcitorio o reparatorio; y iv) constitución de elementos como el daño, culpa y nexo de causalidad. Para ello, se señala que la condición necesaria para que se configure y le brinde autonomía frente a la responsabilidad civil es la gestión fiscal.

ESTUDIOS DEL SECTOR – Costo total – Comparación de alternativas – Economía, eficiencia y eficacia

Al respecto, la sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, del 29 de enero de 2018, expediente 57421, relaciona la planeación con la oportunidad, el conocimiento de precios y el uso eficiente de los recursos. Este criterio fundamenta la necesidad de sustentar las premisas económicas antes de contratar, más no impone por sí mismo un único modelo cuantitativo para todos los proyectos. Al respecto, es importante lo expresado por la Agencia en la “Guía para la Elaboración de Estudios del Sector”, instrumento que sirve de apoyo para entender el mercado del bien, obra o servicio que la Entidad Estatal pretende adquirir para diseñar el Proceso de Contratación con la información necesaria para alcanzar los objetivos de eficacia, eficiencia, economía, promoción de la competencia y manejo del riesgo. Esta Guía es un insumo para realizar el estudio del sector relativo al Proceso de Contratación, ya que comprende pautas sobre los aspectos generales del mercado, el análisis de la demanda y de la oferta y constituye un instrumento de orientación, por lo que –al carecer de fuerza vinculante– su aplicación no exime a las entidades de acatar las normas vigentes. De este modo, la Guía contiene recomendaciones generales por lo que no debe aplicarse de manera mecánica, pues la profundidad del estudio del sector depende de la complejidad y particularidades de cada Proceso de Contratación. 

A partir de lo expuesto, para una debida planeación debe comprenderse el costo total, así como la ejecución material, que incluye, cuando correspondan, estructuración, selección, coordinación, vigilancia, financiación, garantías y costos asociados a riesgos. En este aspecto, debe identificarse quién los asume y evitar contabilizarlos nuevamente dentro de la tarifa de administración o de los contratos derivados. El precio del ejecutor privado no puede compararse sin ajustes con el valor global de un encargo de gestión más amplio.
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Estimado Señor Juan Guillermo: 

En ejercicio de las competencias previstas en los artículos 3, numeral 5, y 11, numeral 8, del Decreto Ley 4170 de 2011 y en la Resolución 469 de 2025, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– responde los interrogantes remitidos por competencia mediante las comunicaciones del 2 y el 5 de octubre de 2026.

“2. ¿Qué criterios normativos y económicos permiten evaluar la necesidad y utilidad de contratar una EICE que traslada a particulares la ejecución material sustancial del objeto?
3. ¿Cómo puede acreditarse el valor agregado de la EICE en gerencia, coordinación, financiación, gestión de riesgos o administración? ¿Qué evidencia permite distinguir una intervención útil de una intermediación carente de contraprestación real?
6. ¿Cómo se evalúa una tarifa porcentual de administración? Precisar pertinencia de su base, proporcionalidad con las actividades, complejidad, duración, riesgos y condiciones comparables de mercado.
8. ¿Qué metodología permite identificar duplicidad de costos administrativos entre la entidad contratante, la EICE, el contratista y la interventoría, evitando considerar duplicadas funciones complementarias o prestaciones distintas?
10. ¿Qué relevancia tiene comparar el costo de contratar al ejecutor mediante el procedimiento legal correspondiente con el costo total del esquema interadministrativo? ¿Qué ajustes hacen comparables los alcances, riesgos, plazos, tributos y obligaciones?
16. ¿Qué metodología y soportes permiten establecer un sobreprecio o sobrecosto atribuible al procedimiento utilizado? Precisar comparabilidad temporal, territorial y técnica, calidad, cantidades, logística, riesgos, financiación y condiciones de ejecución.
17. ¿Qué tratamiento corresponde a una referencia errónea al Decreto 092 de 2017 en SECOP frente a su aplicación material improcedente? ¿Cuándo tendría cada supuesto relevancia fiscal y qué consecuencia patrimonial debe acreditarse?
25. ¿Cómo se distingue riesgo de pérdida, gasto ineficiente, perjuicio hipotético y daño cierto? ¿Qué incidencia tienen entrega útil, amortización de anticipos, reintegros, descuentos, garantías y recuperación posterior en la determinación y cuantificación del daño?
26. ¿Cómo se debe cuantificar una eventual afectación evitando acumular dos veces el mismo concepto como administración improcedente, sobreprecio, duplicidad de costos y pago sin contraprestación?” 

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos concretos de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias específicas que la hayan motivado, pero señalando algunas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

I.  Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Qué criterios permiten examinar la procedencia, necesidad, conveniencia y valor agregado de la participación de una Empresa Industrial y Comercial del Estado en contratos interadministrativos cuya ejecución material involucra terceros?; ii) ¿Qué criterios contractuales permiten justificar las tarifas y costos administrativos e identificar eventuales duplicidades de prestaciones o pagos?; iii) ¿Qué elementos de planeación, comparación de precios y verificación de la ejecución permiten examinar eventuales sobreprecios o pagos sin contraprestación y distinguirlos de riesgos e irregularidades?; y iv) ¿Cómo comparar el esquema interadministrativo con otras alternativas disponibles desde los principios de economía, eficiencia y eficacia? 

II.  Respuesta:

	De acuerdo con los problemas jurídicos de su consulta, se responde lo siguiente: 

i. En relación con el primer problema jurídico, se expresa que, la entidad contratante debe justificar en los estudios previos la habilitación jurídica, la capacidad efectiva y la conveniencia económica para la contratación con una Empresa Industrial y Comercial del Estado –en adelante EICE–. Si acude a la contratación directa, debe acreditar la relación directa entre las obligaciones y el objeto legal o reglamentario de la ejecutora y verificar las condiciones del artículo 2, numeral 4, literal c), de la Ley 1150 de 2007. En estos términos, la suscripción de contratos interadministrativos mediante contratación directa tiene como requisito que las obligaciones del negocio jurídico tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora, según lo establecido en la ley o en sus reglamentos. 
En tal sentido, la condición impuesta por el legislador para la suscripción de estos contratos se establece a efectos de constatar que el ejecutor cuente con la capacidad jurídica para contraer las obligaciones establecidas en el contrato. Frente a las EICE, esto implica que cuenten con la capacidad jurídica para ejecutar lo pactado en el contrato interadministrativo, de manera que su objeto social les permita la ejecución de las actividades acordadas. En todo caso, si la estructura prevé contratar terceros, los estudios deben identificar las actividades que conservará la EICE, los recursos humanos, técnicos y financieros que destinará, los resultados exigibles y las responsabilidades asumidas. Su aporte puede comprender dirección, integración técnica, coordinación, financiación o administración de riesgos, siempre que se traduzca en prestaciones verificables. 
Por tanto, no procede fijar un porcentaje universal de ejecución propia o de presupuesto transferido a terceros como criterio suficiente de validez. En esta línea, deben observarse las restricciones a la subcontratación, las obligaciones principales y el papel sustancial que conserva la entidad ejecutora. En efecto, la proporción trasladada puede motivar una revisión de la estructura, pero no acredita automáticamente intermediación injustificada ni un presunto daño en materia fiscal. 

ii. En torno al segundo problema jurídico, se expresa que, la revisión de los costos administrativos parte de identificar qué obligaciones se remuneran y cómo se causa el pago. En un convenio de cooperación, los gastos deben guardar relación con los compromisos comunes. En un contrato oneroso, como es el caso de los contratos interadministrativo, la administración puede integrar un precio fijo, remunerarse mediante un porcentaje, reconocerse por reembolso de gastos o combinar estos mecanismos conforme a lo pactado en el marco de la autonomía de la voluntad de las partes. En tal sentido, cada forma de pago determina los soportes exigibles y el tratamiento de los saldos.
Para evaluar una tarifa porcentual, debe identificarse qué rubros integran la base, cuáles se excluyen y por qué el valor tomado como referencia refleja la carga de gestión. El importe resultante debe contrastarse con un presupuesto desagregado y con referencias de mercado ajustadas por equipo, dedicación, duración, complejidad y riesgos asumidos, teniendo en cuenta la garantía del principio de planeación. Si aumenta el presupuesto del proyecto, debe verificarse si el ajuste de la tarifa está previsto y se justifica por las prestaciones adicionales. En el caso de los reembolsos corresponde acreditar los gastos elegibles efectivamente realizados y aplicar el límite estipulado en el contrato.
Ahora bien, para revisar duplicidades puede elaborarse una matriz que relacione, por cada actividad, el responsable, el producto, el período, la fuente de financiación y el rubro que la remunera. Esa matriz se contrasta con los contratos, presupuestos, actas, facturas y registros de pago de la entidad contratante, la EICE, el ejecutor y la interventoría. En tal sentido, la coordinación de la EICE, la dirección del ejecutor y la vigilancia contractual pueden ser complementarias. En todo caso, se precisa que el doble reconocimiento se acredita cuando dos cobros cubren la misma prestación y los soportes carecen de evidencia de un servicio adicional que justifique el segundo.

iii. En relación con el tercer problema jurídico, se expresa que, para examinar un posible sobreprecio, deben reconstruirse los componentes del valor pagado y compararse con referencias verificables de prestaciones equivalentes. Las cotizaciones, contratos comparables y presupuestos desagregados deben ajustarse, según corresponda, por fecha, territorio, especificaciones, calidad, cantidades, logística, plazos, tributos, financiación, garantías y riesgos. La diferencia entre el valor del contrato principal y el de los derivados debe depurarse de las prestaciones adicionales y demás componentes justificados. En este aspecto, atribuir una diferencia al procedimiento empleado requiere explicar, con soportes, cómo la selección o las condiciones adoptadas incidieron en el importe. Para verificar un pago sin contraprestación, deben cotejarse la obligación exigible, la condición de pago, lo efectivamente recibido y el desembolso.
Para ello, debe distinguirse entre riesgo, ineficiencia, perjuicio hipotético y daño cierto. El riesgo describe una pérdida meramente posible; el gasto ineficiente evidencia una deficiencia en el empleo de los recursos públicos; y el perjuicio hipotético se funda en una conjetura, teniendo en cuenta lo expuesto en las consideraciones de este concepto. En contraste, el daño cierto exige la acreditación de una lesión patrimonial concreta, real y cuantificable. Esto es fundamental para determinar los pagos efectuados, resulta necesario valorar la utilidad efectivamente recibida por la entidad y conciliar los anticipos o pagos anticipados entregados con los desembolsos realizados, las prestaciones ejecutadas y las amortizaciones a las cuales fueron imputados. La amortización, por sí sola, no demuestra la recuperación de recursos. Por ello, los descuentos, reintegros, indemnizaciones y demás recuperaciones efectivas, aun cuando se produzcan con posterioridad a los hechos analizados, deben verificarse e imputarse al mismo perjuicio para determinar con exactitud su impacto patrimonial. En todo caso, la determinación y cuantificación definitiva del daño patrimonial al Estado, así como la eventual declaratoria de responsabilidad fiscal, corresponde a las autoridades competentes en el marco de las actuaciones y procedimientos legalmente establecidos.
Ahora bien, para evitar el doble cómputo, debe identificarse cada partida por su desembolso, causa, prestación, beneficiario y cuantía. Si la misma suma se cuestiona como tarifa de administración improcedente, sobreprecio, costo duplicado y pago sin contraprestación, se computa una sola vez. Solo se agregan partidas autónomas y se aplican una sola vez las recuperaciones atribuibles a cada afectación.

iv. En relación con el último problema jurídico, la entidad debe establecer primero cuáles alternativas están jurídicamente disponibles y, entre las que sean materialmente viables, justificar cuál satisface mejor la necesidad pública. Para las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, la licitación pública es la regla general de selección, con las excepciones previstas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007. La causal de contratación directa para los contratos interadministrativos es de interpretación restrictiva. Para invocarla, la entidad debe acreditar que las obligaciones del contrato guardan relación directa con el objeto de la ejecutora, señalado en la ley o en sus reglamentos, y verificar si concurre alguna de las excepciones previstas en el literal c) del numeral 4 del mismo artículo. El carácter interadministrativo del contrato deriva de la calidad de las partes y se mantiene cuando el negocio se celebra mediante otra modalidad de selección. 
Una vez establecida la procedencia jurídica del esquema interadministrativo, los estudios previos deben sustentar su conveniencia técnica, administrativa y financiera frente a la alternativa de contratar al ejecutor material mediante el procedimiento que corresponda. Cuando se prevea que particulares asumirán una parte sustancial de la ejecución, la entidad debe precisar qué obligaciones conserva la EICE, con qué medios las cumplirá, qué riesgos asumirá y qué resultados verificables aportará. Ese análisis permite establecer si las actividades de gerencia, coordinación, financiación o gestión de riesgos justifican la intervención de la EICE y la remuneración prevista. 
La comparación debe sumar, cuando correspondan, los costos de estructuración, selección, ejecución, coordinación, vigilancia y financiación de cada alternativa. Los presupuestos deben homologarse por fecha, territorio, tributos, garantías, obligaciones posteriores y distribución de riesgos. Cada costo debe asignarse a quien lo asume y registrarse una sola vez, incluso si figura en la tarifa de administración o en el precio de un contrato derivado. Las ventajas de plazo, coordinación o gestión de riesgos deben sustentarse en supuestos verificables. Si pueden cambiar la conclusión, conviene probar cómo varía el resultado ante cambios razonables en cantidades, plazos o carga administrativa. 
Por último, debe precisarse que los estudios, actos de selección, invitaciones, contrato y demás soportes del expediente permiten establecer si la mención del Decreto 092 de 2017 en el SECOP fue un error de registro o si sus reglas se aplicaron materialmente. Si el expediente acredita que se siguió el régimen aplicable, corresponde corregir el registro con trazabilidad. Si se aplicó materialmente el decreto, debe verificarse si el negocio estaba comprendido en su ámbito y, de haber sido improcedente, examinar qué efectos produjo en la selección, el precio o las prestaciones.
 En todo caso, para establecer una responsabilidad fiscal debe acreditarse una lesión patrimonial cierta y cuantificable y su relación causal con la conducta examinada, por lo que la sola clasificación errónea o la infracción del procedimiento es insuficiente para acreditar un daño. En este asunto, vale la pena precisar que este tipo de responsabilidad administrativa busca que se administre adecuadamente el patrimonio público, por lo que la doctrina ha establecido los siguientes elementos: i) vinculación con el ejercicio de la gestión fiscal; ii) autonomía en torno a la responsabilidad civil; iii) carácter resarcitorio o reparatorio; y iv) constitución de elementos como el daño, culpa y nexo de causalidad. 



III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i. Los contratos interadministrativos se identifican por la condición de entidades estatales de quienes los celebran. El criterio orgánico permite que estos negocios comprendan prestaciones de distintas tipologías contractuales, según la necesidad que se busca satisfacer y las competencias de las partes. El objeto y las obligaciones pactadas determinan, a su vez, qué reglas de selección y ejecución resultan aplicables.[footnoteRef:2] La naturaleza interadministrativa se mantiene cuando las entidades contratantes se someten a regímenes diferentes. Para determinar las reglas aplicables deben examinarse el régimen de cada parte, la modalidad de selección y las normas que regulan la ejecución del negocio. [2:  Decreto 1082 de 2015: “Artículo 2.2.1.2.1.4.4. Convenios o contratos interadministrativos. La modalidad de selección para la contratación entre Entidades Estatales es la contratación directa; y en consecuencia, le es aplicable lo establecido en el artículo 2.2.1.2.1.4.1 del presente decreto.
Cuando la totalidad del presupuesto de una Entidad Estatal hace parte del presupuesto de otra con ocasión de un convenio o contrato interadministrativo, el monto del presupuesto de la primera deberá deducirse del presupuesto de la segunda para determinar la capacidad contractual de las Entidades Estatales”.] 

[bookmark: _Hlk99578261]Un contrato interadministrativo no está determinado por la modalidad de selección utilizada para celebrarlo. La Ley 1150 de 2007 establece que pueden celebrarse directamente, siempre que las obligaciones derivadas del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora, señalado en la ley o en sus reglamentos, a menos que, según las excepciones previstas en dicha ley, deba adelantarse un procedimiento con pluralidad de oferentes[footnoteRef:3]. Nótese que, en este caso, lo que cambia es la modalidad de selección y no la naturaleza de contrato interadministrativo.  [3:  Ley 1150 de 2007: “Artículo 2, numeral 4, literal c. […] Se exceptúan los contratos de obra, suministro, prestación de servicios de evaluación de conformidad respecto de las normas o reglamentos técnicos, encargos fiduciarios y fiducia pública cuando las instituciones de educación superior públicas o las Sociedades de Economía Mixta con participación mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro conformadas por la asociación de entidades públicas, o las federaciones de entidades territoriales sean las ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por las mismas, siempre que participen en procesos de licitación pública o contratación abreviada de acuerdo con lo dispuesto por los numerales 1 y 2 del presente artículo”.
] 

La Corte Constitucional expresó en la Sentencia C–671 de 2015 que “Lo que hace interadministrativo a un contrato o convenio no es el procedimiento de selección aplicable, sino la calidad de los sujetos contratantes, esto es que las dos partes de la relación jurídica contractual formen parte de la administración pública”[footnoteRef:4]. Así las cosas, esta clase de acuerdos de voluntades se definen por un criterio orgánico, por lo que uno de sus elementos esenciales es que en los extremos de la relación jurídico negocial concurran personas de derecho público. Adicionalmente, el Consejo de Estado considera lo siguiente: [4:  Corte Constitucional. Sentencia C-671 de 2015. M.P. Alberto Rojas Ríos.] 


“[…] se puede señalar que los convenios o contratos interadministrativos tienen como características principales las siguientes: (i) constituyen verdaderos contratos en los términos del Código de Comercio cuando su objeto lo constituyen obligaciones patrimoniales; (ii) tienen como fuente la autonomía contractual; (iii) son contratos nominados puesto que están mencionados en la ley; (iv) son contratos atípicos desde la perspectiva legal dado que se advierte la ausencia de unas normas que de manera detallada los disciplinen, los expliquen y los desarrollen, como sí las tienen los contratos típicos, por ejemplo compra venta, arrendamiento, mandato, etc. (v) la normatividad a la cual se encuentran sujetos en principio es la del Estatuto General de Contratación, en atención a que las partes que los celebran son entidades estatales y, por consiguiente, también se obligan a las disposiciones que resulten pertinentes del Código Civil y del Código de Comercio; (vi) dan lugar a la creación de obligaciones jurídicamente exigibles; (vii) persiguen  una finalidad común a través de la realización de intereses compartidos entre las entidades vinculadas; (viii) la acción mediante la cual se deben ventilar las diferencias que sobre el particular surjan es la de controversias contractuales”[footnoteRef:5]. [5:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 23 de junio de 2010. Radicación No. 66001-23-31-000-1998-00261-01(17.860). Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez.] 


En el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, el carácter interadministrativo del negocio puede dar lugar a la contratación directa cuando se acreditan los requisitos del artículo 2, numeral 4, literal c), de la Ley 1150 de 2007 y se observan las excepciones previstas en esa disposición. En todo caso, la ley no limitó la celebración de contratos interadministrativos a la modalidad de selección de contratación directa, pues solo estableció, excepcionalmente, su celebración de manera directa cuando dos o más entidades del Estado, con el fin de materializar funciones administrativas de interés común para ambas partes, celebran un negocio jurídico. No obstante, es posible que se celebren contratos interadministrativos en el marco de un proceso donde sea posible la participación de los interesados en ofertar, es decir, a través de las otras modalidades de selección previstas en la Ley 1150 de 2007 diferentes a la de contratación directa, pues, como se indicó, la existencia de un contrato interadministrativo no está determinada por la modalidad de selección, sino por la calidad de las partes que lo suscriben, es decir, debe tratarse de entidades estatales.

ii. Para estructurar un contrato interadministrativo con una empresa industrial y comercial del Estado, la entidad debe verificar por separado la causal de selección y el régimen de ejecución. El artículo 2, numeral 4, literal c), de la Ley 1150 de 2007 exige una relación directa entre las obligaciones del contrato y el objeto de la ejecutora previsto en la ley o sus reglamentos. Cuando la ejecutora tenga un régimen distinto al de la Ley 80 de 1993, la disposición sujeta en principio la ejecución a esa ley y prevé excepciones por la actividad desarrollada en competencia con el sector privado o por la relación directa de la ejecución con el desarrollo de su actividad. 
Para un mayor entendimiento, la Ley 1150 de 2007 establece que las Entidades Estatales pueden suscribir contratos interadministrativos de manera directa, siempre que las obligaciones derivadas de los mismos tengan relación con el objeto de la entidad ejecutora. Al respecto, el literal c) del numeral 4 del artículo 2 de la mencionada Ley, modificado por el artículo 92 de la Ley 1474 de 2011, estableció:

“Artículo 92. Contratos interadministrativos. Modificase el inciso primero del literal c) del numeral 4 del artículo 2o de la Ley 1150 de 2007, el cual quedará así:

c) Contratos interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o en sus reglamentos.

Se exceptúan los contratos de obra, suministro, prestación de servicios de evaluación de conformidad respecto de las normas o reglamentos técnicos, encargos fiduciarios y fiducia pública cuando las instituciones de educación superior públicas o las Sociedades de Economía Mixta con participación mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro conformadas por la asociación de entidades públicas, o las federaciones de entidades territoriales sean las ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por las mismas, siempre que participen en procesos de licitación pública o contratación abreviada de acuerdo con lo dispuesto por los numerales 1 y 2 del presente artículo”.

Así, la suscripción de contratos interadministrativos mediante contratación directa tiene como requisito que las obligaciones del negocio jurídico tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora, según lo establecido en la ley o en sus reglamentos. La condición impuesta por el legislador para la suscripción de estos contratos se establece a efectos de constatar que el ejecutor cuente con la capacidad jurídica para contraer las obligaciones establecidas en el contrato. Frente a las EICE, a las cuales se refiere en su consulta, esto implica que cuenten con la capacidad jurídica para ejecutar lo pactado en el contrato interadministrativo, de manera que su objeto social les permita la ejecución de las actividades acordadas. 
En este asunto, deben distinguirse la habilitación jurídica, la capacidad real y la conveniencia económica. La primera determina si la entidad puede asumir las obligaciones; la segunda exige comprobar sus medios humanos, técnicos, financieros y organizacionales; la tercera explica por qué su intervención permite satisfacer la necesidad en condiciones justificadas. Una cláusula estatutaria amplia sobre gestión de proyectos no acredita, por sí sola, una organización apta para desarrollar el negocio. Al respecto, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, en el Concepto 2257 del 26 de julio de 2016, explicó que el carácter estatal del futuro contratista no garantiza el cumplimiento y desarrolló la carga de conocer sus antecedentes, equipo humano, disponibilidad y preparación para asumir el compromiso. De este modo, el Consejo de Estado expresa:

En concreto, los citados principios implican que en los estudios previos que sustentan la contratación, la entidad estatal contratante cuente con toda la información disponible sobre la entidad contratista -según el evento-, para lo cual podrá requerirla si fuere el caso de la otra entidad con la que celebrará el negocio jurídico, de manera que sea dicho conocimiento el que sustente objetivamente la conveniencia de contratar o no con otra entidad estatal en su carácter de contratista. 
 Es decir, el solo hecho de que sea una entidad estatal la que asumirá el rol de contratista, no es criterio suficiente para asegurar que cumplirá el contrato y relevar a la entidad contratante de la carga de conocimiento que tiene asignada, según se desprende de los principios de economía, responsabilidad, precaución y transparencia, y el deber de planeación en su enfoque dirigido al cumplimiento contractual. 
En otros términos, las entidades estatales deben observar la “carga de conocimiento”, la cual consiste en conocer a fondo la futura entidad estatal contratista o cocontratante, según el caso, para lo cual habrán de exigir la información necesaria acerca de la conducta observada en otros contratos y convenios interadministrativos, la idoneidad de su equipo humano y su disponibilidad y grado de alistamiento para cumplir con el objeto del contrato o del convenio interadministrativo proyectado, entre otros aspectos[footnoteRef:6]. [6:  Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto 2257 del 26 de julio de 2016. Radicación 11001-03-06-000-2015-00102-00. C. P. Álvaro Namén Vargas. ] 


De otro lado, la ley también establece excepciones a la facultad de celebrar de forma directa contratos interadministrativos cuando ciertas tipologías sean ejecutadas por algunas Entidades Estatales. El inciso segundo de la norma transcrita establece que se exceptúan de la causal los contratos de obra, suministro, prestación de servicios de evaluación de conformidad respecto de las normas o reglamentos técnicos, encargos fiduciarios y fiducia pública en los que los ejecutores sean “instituciones de educación superior públicas o las Sociedades de Economía Mixta con participación mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro conformadas por la asociación de entidades públicas, o las federaciones de entidades territoriales sean las ejecutoras”. En estos casos, las entidades no podrán celebrar los contratos interadministrativos de manera directa, sino que deberán adelantar procesos competitivos, de acuerdo con las demás modalidades de selección establecidas en el EGCAP, como la licitación pública o la selección abreviada.
En este sentido, la norma señaló de manera explícita los sujetos y los objetos de los contratos interadministrativos que no pueden celebrarse mediante contratación directa. En dicha descripción, la ley no estableció que la excepción sea aplicable a las EICE, por lo que no prohibió que estos sujetos celebren de manera directa contratos interadministrativos con las Entidades Estatales. En consecuencia, es posible afirmar que frente a las EICE aplica la regla general, y pueden celebrar contratos interadministrativos sin distinción de objeto. 
Entonces, la celebración de contratos interadministrativos por las EICE será posible siempre que del análisis jurídico, técnico y financiero se concluya que es viable su suscripción. Aunado a lo anterior, el objeto de la entidad ejecutora del contrato, señalado en la ley o en sus reglamentos, debe posibilitar que cumpla las obligaciones y realice las actividades que se derivan del acuerdo de voluntades. Cuando las EICE actúen como ejecutoras, dicha capacidad deberá ser confirmada de acuerdo con lo establecido en el objeto social de la empresa. 
En este contexto, el Consejo de Estado, en sentencia del 20 de abril de 2026, expediente 72.477, precisó que se configura nulidad absoluta cuando se celebra un contrato interadministrativo sin que la entidad ejecutora cuente con un objeto social compatible con las actividades a desarrollar, exigencia prevista en el artículo 2, numeral 4, literal c) de la Ley 1150 de 2007. La ausencia de esta correspondencia material entre el objeto contractual y el objeto social de la entidad interviniente impide acudir a la contratación directa, pues desnaturaliza la modalidad excepcional y vulnera los principios que rigen la actividad contractual del Estado. En dicha providencia, el Consejo de Estado expresó: 

Así, la ausencia de uno de los requisitos para acudir al mecanismo de contratación directa en materia de contratos interadministrativos, denota una transgresión del deber de selección objetiva, postulado -de imperativo acatamiento en los términos del EGCAP- que tiene la vocación de asegurar el cumplimiento de los principios de la contratación pública y garantizar la adecuada elección de la oferta más favorable para la entidad y el interés público implícito en su actividad negocial[footnoteRef:7]. [7: 
 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 20 de abril de 2026. Radicación 63001-23-33-000-2022-00058-01 (72.477). C.P. Fernando Alexei Pardo Flórez. ] 


En el ámbito académico, Quiceno Arenas advierte sobre los riesgos que pueden derivarse del empleo de los contratos o de convenios interadministrativos como mecanismos para eludir las exigencias propias de la selección objetiva[footnoteRef:8]. A partir de esta reflexión, resulta pertinente examinar si el acuerdo responde a una finalidad económica y jurídica legítima y si existe una prestación pública real que explique la participación de la EICE, evitando convertir la crítica en una regla de proscripción general de la contratación interadministrativa. [8:  QUICENO ARENAS, Andrés Mauricio. Afectación al principio de selección objetiva a través de la celebración de convenios o contratos interadministrativos. Revista Digital de Derecho Administrativo, n.º 24, 2020, pp. 103-126. 
] 

En todo caso, cuando se prevea vincular terceros, la planeación debe identificar las actividades que conservará la EICE, los medios que destinará a ellas, sus productos y responsabilidades. Su aporte puede consistir en estructuración, integración técnica, coordinación, financiación o administración de riesgos, siempre que corresponda a prestaciones identificables y verificables. La denominación de gerencia o administración no acredita su ejecución. Son soportes pertinentes, según las obligaciones, los planes de trabajo, perfiles y dedicación del equipo, decisiones técnicas, informes, mecanismos de coordinación y documentos de gestión financiera.
En este aspecto, debe diferenciarse la ejecución material de una obra o suministro de un servicio real de administración delegada o gestión de proyecto. El Concepto C-771 de 2025 de la Agencia aborda la capacidad de las EICE y la administración delegada como negocio que puede estructurarse bajo formas de mandato o administración y pago. Así mismo, el Concepto C-259 de 2025 distingue la contratación derivada en cumplimiento de un mandato de la delegación de la función contractual. La denominación escogida no permite transformar un encargo de ejecución en una administración que no fue estructurada ni remunerada como tal.
En conclusión, la celebración de contratos interadministrativos con EICE es procedente por el criterio orgánico según el cual el contratista ejecutor es una Entidad Estatal o persona jurídica de derecho público, independiente de los casos en que cuente con un régimen especial de contratación. Adicionalmente, la ley no incluyó a las EICE dentro de las excepciones a la contratación directa de contratos interadministrativos, por lo que se encuentran facultadas para suscribir este tipo de acuerdos con independencia de su objeto. De cualquier modo, para la suscripción del contrato será indispensable que el objeto de la entidad ejecutora tenga relación directa con las obligaciones a ejecutar, de lo contrario, no se cumpliría con el requisito establecido en la ley, aun cuando las EICE cumplan con el criterio orgánico de ser Entidades Estatales. 

iii. La evaluación de una tarifa exige determinar con precisión qué concepto remunera y cuál es su forma de causación dentro del contrato interadministrativo. Para ello, resulta indispensable establecer si las partes pactaron un precio fijo, una comisión o porcentaje por la prestación de servicios de administración, el reembolso de costos efectivamente asumidos o un esquema mixto que combine estos mecanismos. De dicha definición dependen los soportes que pueden exigirse, el tratamiento aplicable a los saldos no ejecutados y los ajustes que resulten procedentes. En consecuencia, no es jurídicamente admisible exigir una rendición uniforme de gastos para todos los modelos de remuneración, pues cada esquema responde a una lógica contractual y financiera diferente.
El Concepto C-355 del 15 de abril de 2026 distingue los gastos administrativos de un convenio, orientados a los compromisos comunes, de los componentes del precio en un contrato interadministrativo oneroso. Por tanto, deben examinarse las obligaciones y la causa de las transferencias: el nombre de convenio no impide reconocer que exista un contrato remunerado, ni la existencia de gastos de administración convierte un acuerdo de cooperación en una relación de utilidad empresarial.
El porcentaje no demuestra su propia razonabilidad. Su justificación requiere identificar la base, las actividades incluidas, el personal, los medios, la duración, la complejidad y los riesgos efectivamente asumidos. En tal sentido, debe explicarse por qué el valor del proyecto representa adecuadamente la carga de gestión. Un incremento presupuestal no produce necesariamente un aumento equivalente de horas de trabajo o recursos administrativos; por ello, las modificaciones deben examinarse conforme a lo pactado y a las prestaciones adicionales.
Como mecanismo de motivación, puede contrastarse el resultado del porcentaje con un presupuesto desagregado de la actividad y con contratos comparables, ajustados por alcance y condiciones. En este aspecto, conviene separar el costo de ejecutar las actividades administrativas, la utilidad cuando jurídicamente corresponda, los tributos y las provisiones vinculadas a riesgos. Dicho análisis debe advertir si rubros cobrados por separado ya están incluidos en la remuneración. 
Para examinar duplicidades debe relacionarse cada actividad con el sujeto responsable, el producto exigible, el periodo, la fuente de financiación y el rubro que la remunera. La coincidencia de nombres no acredita doble pago: la dirección del ejecutor, la coordinación de un proyecto y la vigilancia independiente pueden responder a funciones complementarias. La revisión debe establecer si se reconoce más de una vez la misma prestación, sin un servicio adicional que lo justifique.
La contratación de gerencia o de apoyo no extingue las obligaciones de vigilancia que correspondan a la entidad. Debe delimitarse quién controla el contrato principal y quién sigue los contratos derivados, evitando vacíos y superposiciones. En este contexto, los informes deben permitir comprobar actividades y resultados, sin limitarse a reproducir certificaciones de otros participantes. La existencia de varias instancias de seguimiento requiere justificación funcional, pero no constituye automáticamente duplicidad. Al respecto, el Concepto C-1202 del 4 de septiembre de 2026 distingue los valores estimados o máximos de una canasta de costos del derecho al pago que surge del contrato; en un mecanismo de reembolso, solo procede reconocer gastos acreditados hasta el límite correspondiente. Por ello, un saldo no ejecutado no puede convertirse automáticamente en remuneración, salvo que exista un título contractual y jurídico que permita su reconocimiento.

iv. Para determinar la comparación de precios, verificación de pagos y afectaciones de orden patrimonial, debe partir de distinguir el precio injustificado, el incumplimiento de una prestación, la infracción del procedimiento y la lesión patrimonial. La eventual concurrencia de estas situaciones requiere demostración; ninguna sustituye automáticamente a las demás. El examen contractual permite establecer qué se debía entregar, qué se recibió y cuál era el título del pago. La declaración de responsabilidad fiscal corresponde a las autoridades competentes y exige sus presupuestos legales.
La diferencia entre el contrato matriz y los contratos derivados no es, por sí sola, un pago excesivo. Deben identificarse las prestaciones adicionales de la EICE, los costos correspondientes, los tributos, los riesgos remunerados y el sistema de precio. El Concepto C-1378 del 15 de octubre de 2025 precisa que la diferencia entre precio contractual y costo real de adquisición no constituye automáticamente un sobrecosto y requiere analizar las condiciones del negocio y del mercado. En este asunto, la comparación debe partir de precios correspondientes a prestaciones equivalentes y de fuentes identificables. Deben justificarse los ajustes por fecha, territorio, especificaciones, cantidades, logística, financiación, garantías, tributos y plazos. Si una referencia tiene un alcance distinto o carece de datos suficientes para homologarla, debe explicarse su limitación antes de inferir una diferencia injustificada.
El pago sin contraprestación exige identificar la prestación exigible, la condición que causaba el pago, su ejecución efectiva y el valor reconocido. La prueba dependerá de la obligación: actas de recibo, entregables, mediciones, informes, registros técnicos y financieros o comprobantes. No puede exigirse a un contrato de precio fijo la misma rendición prevista para un reembolso ni reconocer un presupuesto máximo como un derecho automático. Los soportes de proveedores deben requerirse conforme al régimen y las obligaciones aplicables, sin desconocer las facultades de información de los órganos de control. En tal sentido, el Consejo de Estado, Sección Primera, en sentencia del 11 de julio de 2013, radicación 25000-23-24-000-2001-00064-01, exigió certeza de la lesión y distinguió el riesgo de una afectación demostrada. También admitió que un daño futuro requiere elementos suficientes de certeza y no simples conjeturas[footnoteRef:9]. Para determinar una posible responsabilidad fiscal, debe tenerse en cuenta la definición del proceso de responsabilidad fiscal prevista en el artículo 1 de la Ley 610 de 2000, así: “[…] es el conjunto de actuaciones administrativas adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar y establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen por acción u omisión y en forma dolosa o culposa un daño al patrimonio del Estado” (Énfasis fuera de texto). [9:  Consejo de Estado, Sección Primera. Sentencia del 11 de julio de 2013. Radicación 25000-23-24-000-2001-00064-01. C. P. Guillermo Vargas Ayala. ] 

En efecto, este tipo de responsabilidad administrativa busca que se administre adecuadamente el patrimonio público, por lo que la doctrina ha establecido los siguientes elementos: i) vinculación con el ejercicio de la gestión fiscal; ii) autonomía en torno a la responsabilidad civil; iii) carácter resarcitorio o reparatorio; y iv) constitución de elementos como el daño, culpa y nexo de causalidad[footnoteRef:10]. Para ello, se señala que la condición necesaria para que se configure y le brinde autonomía frente a la responsabilidad civil es la gestión fiscal[footnoteRef:11], la cual es el deber de orientar un manejo adecuado de los bienes y recursos públicos. Al respecto, el artículo 3 de la Ley 610 de 2000 la define:  [10:  SÁNCHEZ TORRES, Carlos Ariel y otros. Responsabilidad fiscal y control al gasto público. Bogotá: Editorial Jurídica Diké y Centro Editorial Universidad del Rosario, 2004, p. 99.]  [11:  Antonio Thomas Arias expresa: “[…]Si bien es claro que la responsabilidad fiscal puede con facilidad ser distinguida de la penal y disciplinaria –que son esencia sancionatorias‑, no ocurre lo mismo en relación con su matriz, la responsabilidad civil, pues ambas persiguen el resarcimiento de los daños ocasionados por un hecho ilícito, sólo que en el caso de la responsabilidad fiscal ese daño que se busca reparar debe haber sido ocasionado “en ejercicio de la gestión fiscal”. En cambio, en la responsabilidad civil se busca la indemnización, reparación o resarcimiento de los daños ocasionados por un hecho ilícito, y en este sentido engloba a la fiscal, a tal punto que obtenida la reparación integral del daño inferido al patrimonio público por un servidor público en ejercicio de una gestión fiscal, vg. en un proceso penal con constitución de parte civil, no tiene cabida el proceso de responsabilidad fiscal”. (THOMAS ARIAS, Antonio. La culpa en la responsabilidad fiscal. En: Revista Sindéresis No 7. Bogotá: Auditoría General de la República, 2003, p. 49). ] 


Para los efectos de la presente ley, se entiende por gestión fiscal el conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos ambientales (Énfasis fuera de texto).

Este concepto de gestión fiscal comprende un amplio conjunto de actividades de la administración relacionadas con las distintas fases de gestión del patrimonio público; no obstante, la vinculación del sujeto responsable con el fisco no siempre es directa. En efecto, el artículo 1 de la Ley 610 de 2000 señala que la responsabilidad fiscal puede originarse en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ella, lo que implica que el deber de protección de los recursos públicos se activa tanto cuando el sujeto administra directamente bienes públicos como cuando, por razón de sus funciones, interviene en actuaciones que inciden en su adecuada conservación, uso o destinación.
Teniendo en cuenta lo expuesto, desde la perspectiva contractual, la entrega útil debe valorarse respecto de lo efectivamente recibido, sin asumir que justifica cualquier pago adicional. La amortización de un anticipo debe verificarse en los pagos y prestaciones a los que se imputa y no tratarse, por sí sola, como recuperación de una pérdida. Los reintegros, descuentos e indemnizaciones efectivamente recibidos deben distinguirse de la mera existencia de garantías o de expectativas de cobro. Su incidencia en un eventual daño requiere verificar el concepto, beneficiario, cuantía y momento de la recuperación.
Para evitar duplicidad, cada desembolso cuestionado debe individualizarse según su causa, prestación y beneficiario. Si un mismo pago se describe como administración no prestada, costo duplicado y sobreprecio, esos nombres no autorizan sumarlo varias veces. En tal sentido, la revisión debe distinguir las afectaciones autónomas, depurar componentes coincidentes y considerar las recuperaciones atribuibles al mismo perjuicio. El margen que permanece en el patrimonio de una entidad pública tampoco acredita, por sí solo, daño o ausencia de daño: debe examinarse el título y la justificación de la transferencia, sin compensar indiscriminadamente patrimonios diferentes.
En efecto, debe diferenciarse un error de clasificación en el SECOP de la aplicación material del Decreto 092 de 2017. Su referencia en un campo de la plataforma no determina el régimen. La doctrina de la Agencia explica los negocios con entidades privadas sin ánimo de lucro regulados por ese decreto[footnoteRef:12]. Este no constituye una habilitación general para contratar obras, suministros o servicios con sociedades comerciales o personas naturales por el solo carácter especial del régimen de la EICE. [12:  El Decreto 092 de 2017 reglamenta la contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro de reconocida idoneidad, en desarrollo del inciso segundo del artículo 355 de la Constitución Política y del artículo 96 de la Ley 489 de 1998. Su ámbito es ajeno a la contratación con las Empresas Industriales y Comerciales del Estado; por ello, el régimen especial de estas no habilita, por vía de dicho decreto, la adquisición de obras, bienes o servicios con sociedades comerciales o personas naturales.] 

Si el expediente acredita el procedimiento jurídicamente aplicable, la inconsistencia del registro debe examinarse y corregirse preservando su trazabilidad. Si se utilizó materialmente un régimen improcedente, corresponde valorar las consecuencias de la selección y de las condiciones contractuales adoptadas. En ambos supuestos, la irregularidad y su eventual efecto patrimonial requieren análisis separado; la sola referencia errónea no demuestra pérdida de recursos.

v. La causal de contratación directa habilita una modalidad de selección, pero no acredita por sí sola la conveniencia de adelantar el proceso mediante dicho esquema. En este aspecto, la decisión debe explicar cómo satisface la necesidad y por qué la intervención de la ejecutora resulta justificada. Para ello, deben examinarse alternativas jurídicamente disponibles y materialmente viables, sin presentar como opción comparable una estructura que la entidad no podría utilizar legalmente.
[bookmark: _Hlk139466113]Al respecto, la sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, del 29 de enero de 2018, expediente 57421, relaciona la planeación con la oportunidad, el conocimiento de precios y el uso eficiente de los recursos[footnoteRef:13]. Este criterio fundamenta la necesidad de sustentar las premisas económicas antes de contratar, más no impone por sí mismo un único modelo cuantitativo para todos los proyectos. Al respecto, es importante lo expresado por la Agencia en la “Guía para la Elaboración de Estudios del Sector” [footnoteRef:14], instrumento que sirve de apoyo para entender el mercado del bien, obra o servicio que la Entidad Estatal pretende adquirir para diseñar el Proceso de Contratación con la información necesaria para alcanzar los objetivos de eficacia, eficiencia, economía, promoción de la competencia y manejo del riesgo. Esta Guía es un insumo para realizar el estudio del sector relativo al Proceso de Contratación, ya que comprende pautas sobre los aspectos generales del mercado, el análisis de la demanda y de la oferta y constituye un instrumento de orientación, por lo que –al carecer de fuerza vinculante– su aplicación no exime a las entidades de acatar las normas vigentes. De este modo, la Guía contiene recomendaciones generales por lo que no debe aplicarse de manera mecánica, pues la profundidad del estudio del sector depende de la complejidad y particularidades de cada Proceso de Contratación.  [13:  Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 29 de enero de 2018. Radicación 11001-03-26-000-2016-00101-00, expediente 57421. C. P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. ]  [14:  Colombia Compra Eficiente. Guía de Elaboración de Estudios del Sector. Disponible en: https://www.colombiacompra.gov.co/manuales-guias-y-pliegos-tipo/manuales-y-guias ] 

A partir de lo expuesto, para una debida planeación debe comprenderse el costo total, así como la ejecución material, que incluye, cuando correspondan, estructuración, selección, coordinación, vigilancia, financiación, garantías y costos asociados a riesgos. En este aspecto, debe identificarse quién los asume y evitar contabilizarlos nuevamente dentro de la tarifa de administración o de los contratos derivados. El precio del ejecutor privado no puede compararse sin ajustes con el valor global de un encargo de gestión más amplio.
Los alcances deben homologarse por calidad, cantidades, fecha de entrega, condiciones territoriales, obligaciones posteriores y distribución de riesgos. Pueden emplearse presupuestos desagregados y escenarios razonables de variación de plazo, carga administrativa y cantidades. Las ventajas invocadas, como capacidad de integración o reducción de tiempos, deben explicarse mediante actividades y supuestos verificables, sin atribuir valor económico a beneficios meramente enunciados.
Así pues, la evaluación de la decisión inicial debe atender a la información disponible o razonablemente obtenible al adoptarla. Los hechos posteriores permiten comprobar ejecución y advertir deficiencias, pero no demuestran, por sí solos, que una decisión inicialmente sustentada era injustificada. A su vez, la motivación inicial no releva del seguimiento ni de adoptar medidas frente a riesgos o incumplimientos conocidos durante la ejecución del contrato. Esta distinción entre ambos momentos evita tanto el juicio retrospectivo automático como la inmunidad de decisiones que no fueron sustentadas. 
En la doctrina académica, Cabarcas Rodríguez y Buitrago Sierra contrastan la interpretación jurisprudencial del principio de economía con la teoría económica[footnoteRef:15]. Esta perspectiva permite desarrollar, como herramienta de análisis, la comparación del costo completo y de los resultados esperados, evitando identificar economía con el menor desembolso aislado. El método concreto corresponde a la entidad y debe ser proporcional a la complejidad del negocio y a los datos disponibles. En este sentido, los criterios expuestos orientan la planeación y la motivación contractual, sin establecer una metodología vinculante de auditoría o sustituir las atribuciones del órgano fiscal. En este aspecto, el control debe desarrollarse dentro de sus competencias y no desplaza la responsabilidad de la entidad de escoger, motivar y ejecutar una alternativa conforme al ordenamiento. [15:  CABARCAS RODRÍGUEZ, Laura Victoria; y BUITRAGO SIERRA, Kaleb Gabriel. El principio de economía en la contratación estatal colombiana análisis de la jurisprudencia y su correspondencia con la teoría económica. Con-texto, n.º 64, julio-diciembre de 2025, pp. 215-240. ] 


vi. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la celebración de contratos interadministrativos debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas:
 
	· Constitución Política de 1991, artículos 150, 209, 267 y 355.
· Ley 80 de 1993, artículos 3, 13, 23 a 26, 32 y 40.
· Ley 489 de 1998, artículos 85 y 93.
· Ley 610 de 2000, artículos 1, 3, 4, 5 y 6. 
· Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 4, literal c), y artículos 13 y 14.
· Ley 1474 de 2011, artículos 83, 84 y 92. 
· Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.3.1, 2.2.1.2.1.4.1 y 2.2.1.2.1.4.4.
· Decreto 092 de 2017, artículos 1, 2 y 5.



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, ha expedido diversos conceptos sobre las características de los contratos interadministrativos, entre los cuales se encuentran los siguientes: C-30 de julio de 2019, proferido dentro del radicado No. 2201913000005444, el radicado 2201913000005649 del 8 de agosto de 2019, el concepto 4201913000004536 del 27 de julio del 2019, C-023 del 13 de febrero del 2020, C-059 del 25 de febrero de 2020, C-681 del 19 de noviembre del 2020, C-691 de 27 de noviembre de 2020, C-552 del 5 de octubre del 2021, C-562 del 7 de septiembre del 2022, y C-738 de 4 de noviembre de 2022, C-021 del 24 de febrero de 2023, C- 444 del 18 de septiembre de 2024, C-806 del 19 de noviembre de 2024, C-234 del 1 de abril de 2025, C-771 del 24 de julio de 2025, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/conoce-la-relatoria

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Por último, aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,

[image: ]
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Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual
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          FORMATO   DE RESPUESTA  PQRSD     A gencia Nacional de Contratación   Pública                                                pág.  1                Colombia Compra Eficiente                                                                 Dirección: Carrera 7 # 26  –   20  -   Bogotá, Colombia   Mesa de servicio: (+57) 601 7456788   Código:  CCE - REC - FM - 17  V :  03 Fecha: 21 - 10 - 2025   CONTRATOS INTERADMINISTRATIVOS  –   Criterio orgánico  –   Contratación directa  –   Régimen de ejecución      En el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, el carácter  interadministrativo del negocio puede dar lugar a la contratación directa cuando se  acreditan los requisitos del artículo 2, numeral 4, literal c), de la Ley 1150 de 2007 y se   observan las excepciones previstas en esa disposición. En todo caso, la ley no limitó la  celebración de contratos interadministrativos a la  modalidad de selección de contratación  directa, pues solo estableció, excepcionalmente, su celebración de manera directa  cuando dos o más entidades del Estado, con el fin de materializar funciones  administrativas de interés común para ambas partes, celebra n un negocio jurídico. No  obstante, es posible que se celebren contratos interadministrativos en el marco de un  proceso donde sea posible la participación de los interesados en ofertar, es decir, a  través de las otras modalidades de selección previstas en  la Ley 1150 de 2007 diferentes  a la de contratación directa, pues, como se indicó, la existencia de un contrato  interadministrativo no está determinada por la modalidad de selección , sino por la  calidad de las partes que lo suscriben, es decir, debe tratarse de entidades estatales.     CONTRATOS INTERADMINISTRATIVOS  –   Causal de Contratación Directa  –   Entidad ejecutora  –   Excepciones     De otro lado, la ley también establece excepciones a la facultad de celebrar de forma  directa contratos interadministrativos cuando ciertas tipologías sean ejecutadas por  algunas Entidades Estatales.   El inciso segundo de la norma transcrita establece que se  exceptúan de la causal los contratos de obra, suministro, prestación de servicios de  evaluación de conformidad respecto de las normas o reglamentos técnicos, encargos  fiduciarios y fiducia pública  en los que los ejecutores sean “instituciones de educación  superior públicas o las Sociedades de Economía Mixta con participación mayoritaria del  Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro conformadas por la asociación de  entidades públicas, o las   federaciones de entidades territoriales sean las ejecutoras”. En  estos casos,  las entidades no podrán celebrar los contratos interadministrativos de  manera directa, sino que deberán adelantar procesos competitivos, de acuerdo con las  demás modalidades de selección establecidas en el EGCAP, como la licitación pública o  la selección a breviada.     En este sentido, la norma señaló de manera explícita los sujetos y los objetos de los  contratos interadministrativos que no pueden celebrarse mediante contratación directa.  En dicha descripción, la ley no estableció que la excepción sea aplicable a las EIC E, por  lo que no prohibió que estos sujetos celebren de manera directa contratos  interadministrativos con las Entidades Estatales. En consecuencia, es posible afirmar que  frente a las EICE aplica la regla general, y pueden celebrar contratos interadministr ativos  sin distinción de objeto.      Entonces, la celebración de contratos interadministrativos por las EICE será posible  siempre que del análisis jurídico, técnico y financiero se concluya que es viable su 

